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I. Introducción.


Prescindiendo de la evolución histórica en la normativa de esta materia, ya suficientemente elaborada (1), expondremos la legalidad vigente, partiendo del nuevo sistema de la seguridad social.


La Ley de Seguridad Social de 21 de abril de 1966 establecía que en vía ejecutiva y de apremio, la recaudación de las cuotas de la seguridad social correspondería a las entidades gestoras directamente o a través de entidades autorizadas o concertadas, determinando que las normas reglamentarias relativas al procedimiento de recaudación, en vía ejecutiva, se dictarían mediante Decreto acordado en Consejo de Ministros, a propuesta conjunta de los Ministerios de Hacienda y Trabajo (Arts. 16 y 19). No obstante lo anterior, se preveía que las Magistraturas de Trabajo siguiesen conociendo y sustanciando los procesos «que tuviesen en trámite» hasta el desarrollo y puesta en práctica de los preceptos antes citados de la ley de Seguridad Social (Disposición Transitoria 2. a de la Ley de Procedimiento Laboral de 21 de abril de 1966).


Con posterioridad, la resolución de 31 de julio de 1969 y la Orden de 14 de febrero de 1970, con base en la Disposición Transitoria 2.ª de la LPL citada, siguen otorgando a la Magistratura competencia para que sigan sustanciando y conociendo del procedimiento de apremio, hasta que tuviesen desarrollo los preceptos de la LSS de 21 de abril de 1966 antes aludidos.


Hemos de destacar que la LPL de 21 de abril de 1966 establecía un procedimiento especial de oposición en materia de seguridad social (Arts. 126 a 132) que no llegó a estar vigente en su aplicación al no atribuirse a las entidades gestoras competencias ejecutivas en la recaudación (2).

La transitoriedad en el conocimiento de los procedimientos de apremio por parte de las Magistraturas de Trabajo que se deducía de las normas que acabamos de reseñar, acaba con la Ley de Financiación y Perfeccionamiento de la acción protectora del régimen general de la seguridad social de 21 de junio de 1972, pues en su artículo 17, núm. 3 se dice que «El cumplimiento de la obligación de cotizar será exigido, si ello hubiere lugar, por vía de apremio, a través de las Magistraturas de Trabajo y de acuerdo con la ley de Procedimiento Laboral, Texto Refundido y normas complementarias dictadas para su desarrollo». Para alcanzar la concordancia debida se preveía la publicación de textos refundidos de la ley de Seguridad Social, de Procedimiento Laboral, de los regímenes agrario y del mar, etc., por la Disposición final 3.a.


La nueva ley de Procedimiento Laboral aprobada por Decreto de 17 de agosto de 1973 determina que es competencia de las Magistraturas de Trabajo el conocimiento de las ejecuciones en vía de apremio derivadas del incumplimiento de las obligaciones de cotizar a la seguridad social (Art. 1.0 4).


Por otro lado, regula nuevamente la oposición a la ejecución en materia de seguridad social, a la que hemos de considerar un incidente y no un procedimiento, como lo hacía la anterior redacción de la Ley de Procedimiento Laboral (Arts. 126-132), como quedaba reflejado en la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 6 de junio de 1973 (Aranzadi, 2719).


Por último, hemos de destacar que el artículo 19 de la Ley General de Seguridad Social de 30 de mayo de 1974 atribuye la recaudación en vía ejecutiva a las Magistraturas de Trabajo.


Observamos, pues, cómo a partir de la ley de Financiación y Perfeccionamiento de la seguridad social de 1972, se consagra la competencia de las Magistraturas de Trabajo en materia de recaudación en vía ejecutiva de los descubiertos a la seguridad social; como consecuencia de ello, también se modifican las normas que sobre esta materia se contenían en la Ley de Procedimiento Laboral de 1966; finalmente, la Ley General de Seguridad Social de 1974, derogando los artículos 16 y 19 de la Ley de Seguridad Social de 1966, ratifica claramente las competencias en la materia que tratamos. 


En conclusión, el fundamento legal de la competencia de las Magistraturas de Trabajo en materia de ejecución en vía de apremio por incumplir la obligación de cotizar, se encuentra en las siguientes disposiciones:


1. En la LGSS, al disponer que: «El cumplimiento de la obligación de cotizar será exigido, si a ello hubiera lugar, por vía de apremio, a través de las Magistraturas de Trabajo y de acuerdo con lo dispuesto en el presente artículo, en la ley de Procedimiento Laboral, Texto Refundido, y en las normas complementarias dictadas para el desarrollo de éstas (Art. 19, 1.0) (3).


2. En la LPL de 17 de agosto de 1973, que atribuye a la Magistratura de Trabajo competencia por la calidad del asunto sobre «las ejecuciones en vía de apremio derivadas del incumplimiento de las obligaciones de cotizar a la Seguridad Social» (Art. 1, 4.º).


3. En el Decreto 1860/1975, de 10 de julio, en el que se dice que: «El cumplimiento de la obligación de cotizar será exigido, si a ello hubiere lugar, por vía de apremio, a través de las Magistraturas de Trabajo y de acuerdo con la Ley de Procedimiento Laboral, Texto Refundido y normas complementarias dictadas para su desarrollo» (Art. 32) (4).


4. A nuestro juicio, y mientras no se dicten las disposiciones complementarias aludidas en el Art. 19,1º de la LGSS, en la Orden de 7 de julio de 1960, que regula fundamentalmente la recaudación en vía ejecutiva, en especial, el procedimiento de apremio, con excepción de la oposición al apremio y embargo, que se rigen por la vigente LPL (artículo 126-132) (5).


A la vista de que no se ha llevado a la vigente LPL el procedimiento ejecutivo de apremio que estudiamos, es de prever que se procederá a darle nueva redacción y ello no sólo por exigencias terminológicas, sino también por verse afectadas de manera importante las disposiciones contenidas en la Orden de 7 de julio de 1960 por la publicación de diversas normas al respecto (6).

II. Títulos de ejecución.


El artículo 1 de la Orden de 7 de julio de 1960, que contiene una relación de los débitos ejecutables por vía de apremio ante las Magistraturas de Trabajo, obviamente ha quedado desfasado al aparecer importantes normas que afectan a la materia; en consecuencia, trataremos de puntualizar sobre estos extremos.


Según se desprende del artículo 126 de la vigente LPL, las materias ejecutables por el procedimiento de apremio son los débitos a la seguridad social, reintegro de anticipos y multas impuestas por incumplimiento de normas de la seguridad social. Brevemente, analicemos estos tres tipos de débitos.

a) Débitos a la Seguridad Social. En base a la legalidad vigente, y según el artículo 19, 2.º de la LGSS, las certificaciones de descubiertos y actas firmes de liquidación constituyen el título ejecutivo que inicia el procedimiento de apremio.


1. Certificaciones de descubierto. Están motivadas por la falta absoluta de cotización por trabajadores que figuren dados de alta en el régimen general, así como cuando se observen defectos de cotización por errores materiales o de cálculo advertidos en las liquidaciones y que no precisen otra comprobación. Esta certificación se expide por la Inspección de Trabajo, como consecuencia de su actuación inspectora o a través de su Oficina Delegada en el Instituto Nacional de Previsión, y su expedición deberá ser precedida de un requerimiento al deudor (Art. 79 de la LGSS) (7).


Los requerimientos expresarán los siguientes datos:



- Entidad o entidades gestoras y, en su caso, Mutua Patronal acreedora de las cuotas.


- Empresario deudor o sujeto responsable del ingreso.


- Naturaleza del descubierto (falta absoluta de cotización o defectos de cotización por errores materiales o de cálculos).


- Período a que alcance el descubierto.


- Número de trabajadores afectados.


-Bases y tipos de cotización.


-Importe de las cuotas debidas.


-Importe del recargo por mora.


-Plazo y forma en que haya de ser cumplido el requerimiento.


- Consecuencias que se derivarán en caso de cumplimiento del mismo.


- Fecha en que se formule (8).


El empresario o sujeto responsable, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha en que haya recibido el requerimiento, deberá comparecer ante la Oficina Delegada de la Inspección Trabajo por sí mismo, mediante persona autorizada por él al efecto, o por escrito, o remitido por correo certificado la justificación oportuna, al objeto de acreditar que ha cumplido el requerimiento ingresando las cuotas debidas, exhibiendo el documento de cotización, debidamente diligenciado por la Oficina Recaudadora.


Dentro del plazo antes indicado puede comparecer el empresario para acreditar documentalmente que no procede el requerimiento por haber ingresado las cuotas reclamadas o por tener solicitado, dentro del plazo, la concesión aplazamiento o fraccionamiento del pago, o por cualquier otra causa; también podrá acreditar que procede reducir el requerimiento, por error en la determinación de su cuantía o por haber ingresado con anterioridad parte de las cuotas reclamadas; esto puede originar, tras las comprobaciones oportunas, la cancelación del requerimiento o la formulación de otro por la cuantía debida.


En los supuestos de impugnación, el Delegado de Trabajo, previas las diligencias que estime oportunas, dictará acuerdo en el plazo de 15 días a partir de la ultimación del expediente instruido; este acuerdo es inmediatamente ejecutivo (Art. 29 del D. 10 de julio de 1975).


Si el empresario o sujeto responsable deja transcurrir los 10 días de plazo para justificar el ingreso de las cuotas o acreditar su improcedencia en todo o en parte, o no ha impugnado el requerimiento ante el Delegado de Trabajo, o es ejecutivo el acuerdo y no se halla acreditado el ingreso, la Inspección de Trabajo, a través de la Oficina Delegada, expedirá la certificación de descubierto aludida por el Art. 79 de la LGSS (Art. 30 del Decreto de 10 de julio de 1975), que constituye el título ejecutivo para iniciar el procedimiento de apremio.

2. Actas de liquidación. Se levanta por la Inspección de Trabajo y procede por descubiertos originados por motivos diferentes de los certificados de descubiertos (9).


Las actas de liquidación deberán contener los siguientes requisitos:


- Nombre y apellidos y, en su caso, el nombre comercial, razón o denominación social, titulación del sujeto responsable, así como su domicilio y la actividad a que se dedica. Si existe presunto responsable, subsidiario, se harán constar también los datos antes mencionados, así como el motivo de la presunta responsabilidad. En los supuestos en que se aplique la responsabilidad solidaria, se hará constar tal circunstancia (10).


- Circunstancias del caso y disposiciones infringidas.


- Los datos que hayan servido de base para calcular el débito: período de descubierto, relación nominal de trabajadores, bases y tipos de cotización y, en general, cuantos otros datos pueda el Inspector actuante obtener o deducir a los fines indicados.


En el caso de que el descubierto afecte a todo el personal de la empresa, no será necesaria la especificación nominal, sino la mera indicación del número de trabajadores afectados y la referencia del documento de cotización C-2 último ingresado.


- El importe del débito y el recargo por demora reglamentaria.


- La Mutualidad Laboral afectada y, en el caso de comprender cuotas por accidentes de trabajo, la Mutualidad Laboral o Mutua Patronal con la que se tuviera concertada dicha contingencia, y de no tenerla, el Fondo de Garantía de Accidentes de Trabajo.

- Si se levanta acta de infracción o de obstrucción como consecuencia de la liquidación de cuotas.


- La Inspección de Trabajo podrá calcular por estimación el importe del descubierto, haciendo constar en el acta las circunstancias que han concurrido y la justificación de la estimación realizada, cuando no disponga de la relación nominal de trabajadores, o de algún otro dato sustancial, bien por manifiesta obstrucción o porque la empresa carezca de documentación laboral u oficial (Art. 22 del D. 10 de julio de 1975).


En el plazo de 10 días hábiles, a contar de la fecha del acta, se le remitirá al sujeto responsable, haciéndole saber que en caso de disconformidad puede ejercitar el derecho de impugnación, en el plazo de 15 días hábiles, contados desde su notificación, por escrito, acompañado de la prueba que juzgue conveniente, ante el Delegado de Trabajo. Caso de que no exista impugnación existe un plazo de 30 días hábiles a contar del siguiente al de la notificación del acta, para hacerla efectiva, haciéndose constar en la mencionada acta, el previo requerimiento para el abono del débito en nuevo plazo de 10 días hábiles, transcurrido el cual se instará el acto administrativo ejecutivo.


Caso de que se ejercite el derecho de impugnación, tras los informes, si proceden, de la Inspección de Trabajo y Organismos de la Seguridad Social afectados, podrá el empresario o sujeto responsable ejercer el derecho de audiencia; concluido el expediente, el Delegado de Trabajo dictará resolución en el plazo de quince días hábiles, contra la que se dará el recurso de alzada, requiriéndose, caso de que no se interponga recurso en tiempo y forma, para que en 10 días hábiles se abone el débito o por el contrario, transcurrido que sea sin haberse efectuado, se instará el acto administrativo ejecutivo.


El recurso de alzada se resuelve por la Dirección General de la Seguridad Social, disponiendo de la cantidad depositada en el I.N.P. la Delegación de Trabajo, a la que dará el destino reglamentario, una vez se le haya notificado la resolución que resuelva el recurso.


La Inspección de Trabajo podrá formular simultáneamente por los mismos hechos, acta de liquidación y de infracción, debiendo ser incoadas en distintos documentos y en la misma fecha (11).

b) Reintegro de anticipos.


La ley de Seguridad Social de 21 de abril de 1966 aludía a la devolución de las prestaciones anticipadas en el Art. 96, 3. ° y 94, 4.°, remitiéndose al procedimiento de apremio del arto 19.


La LGSS vigente de 30 de mayo de 1974, omite toda referencia a las devoluciones de las prestaciones anticipadas, así como al procedimiento de apremio, estableciendo una subrogación en los derechos y obligaciones de los beneficiarios a favor de las gestoras, Mutuas Patronales o Servicios Comunes, en el Art. 96, 3°.


Por otro lado, como indica ÁLVAREZ DE MIRANDA (12), puede considerarse vigente el Art. 39 de la Ley de Accidentes de Trabajo de 22 de junio de 1956, en relación con los artículos 129 a 131 del Reglamento de la misma fecha. El procedimiento de apremio se iniciará mediante escrito dirigido a la Magistratura de Trabajo por la Caja Nacional (hoy debemos entender que es el I.N.P.), acompañando documentos acreditativos del accidente y una certificación comprensiva de todas las cantidades suplidas por el Fondo de Garantía y gastos ocasionados, constituyendo esta «certificación» título ejecutivo sin otro requisito para despachar ejecución contra los bienes del deudor (Arts. 129 y 130 del Reglamento de Accidentes de 22 de junio de 1956).


La Caja Nacional (hoy debe entenderse I.N.P.), como gestora del Fondo de Garantía, tendrá derecho de repetición para resarcirse del importe de la indemnización que haya satisfecho por el patrono contra los bienes que éste tuviera, durante el plazo de 15 años; el procedimiento de repetición será el de apremio ante la Magistratura de Trabajo, una vez determinados los bienes propiedad del patrono responsable, a cuyo cargo serán las costas del mismo (Art. 131 del Reglamento antes mencionado).


La Resolución de la DGSS de 4 de marzo de 1975 (13) indica que el procedimiento a seguir por las entidades gestoras para resarcirse de las cantidades deducidas indebidamente por las empresas, en las liquidaciones de cuotas, por el concepto de pago delegado de prestaciones, será el determinado en el artículo 79 de la vigente LGSS de 30 de mayo de 1974, y ello en base a que las diferencias tienen la consideración de cuotas y no de prestaciones. Naturalmente que el procedimiento del Art. 79 de la LGSS es el de apremio contemplado en el Art. 19 de la LGSS; este supuesto ha de considerarse incluido en el anterior apartado por débitos a la Seguridad Social.


Hay otros supuestos en que las gestoras o servicios comunes de la Seguridad Social anticipan prestaciones. Entre ellos podemos citar los comprendidos en la Resolución de la DGSS de 18 de noviembre de 1975 (14); si el empresario no ha cumplido sus obligaciones en materia de afiliación y alta con respecto a sus trabajadores, y éstos sufren un accidente de trabajo o una enfermedad profesional, la incapacidad laboral transitoria la paga directamente el Fondo de Garantía si la empresa resultare insolvente, pero si la empresa no resulta insolvente y no paga el subsidio, la Mutualidad Laboral asumirá de forma inmediata el citado pago, aunque se resarcirá de éste con cargo al Fondo de Garantía, sin perjuicio de que éste se resarza a su vez, de su importe, a costa del empresario responsable.


Si la empresa no se ha inscrito en la Seguridad Social, y alguno de sus trabajadores sufre un accidente de trabajo o una enfermedad profesional, será el Fondo de Garantía el que ha deshacerse cargo del importe de los gastos ocasionados por la asistencia sanitaria, sin perjuicio de que ésta se preste de forma inmediata por la Mutualidad Laboral del sector profesional a que pertenezca la empresa, en los supuestos en que se haya verificado la existencia de accidente de trabajo o exista declaración empresarial de que éste se ha producido. En caso contrario, se prestará al trabajador asistencia sanitaria en concepto de enfermedad común o accidente no laboral, si bien en ambos casos los gastos ocasionados correrán a cargo del Fondo de Garantía, el cual repetirá contra el empresario responsable.


En todos estos casos creemos aplicable el procedimiento de apremio que se tramita en la Magistratura, y que es objeto de este estudio, en base a los artículos 129 a 131 del Reglamento de Accidentes de 22 de junio de 1956 antes mencionado, y mientras no tenga desarrollo lo dispuesto en los Arts. 96 y siguientes de la LGSS aprobada por Decreto de 30 de mayo de 1974.

c) Multas impuestas por incumplimiento de normas de la Seguridad Social. Hemos de aclarar que la Magistratura de Trabajo era competente para la tramitación en vía de apremio de las sanciones impuestas por infracciones a la legislación de trabajo, empleo, promoción social y emigración, así como por los actos de obstrucción (Art. 16 del Decreto 799/1971, de 3 de abril) (15). Sin embargo, las sanciones impuestas por incumplimiento de normas sobre trabajo, seguridad social, empleo, emigración, promoción social y otras, cuya vigilancia esté encomendada al Ministerio de Trabajo (Art. 1.º del Decreto 1860/1975 de 10 de julio), cuando tengan carácter pecuniario, deberán pagarse en papel de pagos del Estado, y de no efectuarse en tiempo y forma, por la Autoridad laboral se formalizará e instará el acto administrativo ejecutivo, siguiéndose el procedimiento previsto en el Reglamento General de Recaudación, aprobado por Decreto de 14 de noviembre de 1968, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 105 de la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958 (Art. 5 del Decreto de 10 de julio de 1975 antes mencionado); respecto de las actas de obstrucción, su tramitación se ajustará al procedimiento establecido para las actas de infracción en general (Art. 9.2, del D. 10 de julio de 1975); las sanciones impuestas en materia de empleo, régimen de trabajo y establecimiento de trabajadores extranjeros en España, para cuando no se abone su importe, sin perjuicio de lo dispuesto para la exacción de las sanciones en general en el Art. 5 del Decreto de 10 de julio de 1975, se prevé un requerimiento que si no es atendido provoca que la Delegación de Trabajo inste el procedimiento ejecutivo para el cobro de la sanción, remitiendo certificación del descubierto, por el importe de los derechos y recargos oportunos, al Delegado de Hacienda, para que éste disponga la exacción por vía de apremio (Art. 12, 4, del Decreto de 10 de julio de 1975); por último, se prevé también específica mente, la aplicación del Art. 5 del Decreto que estudiamos, en el caso de que los sujetos responsables fueran Sociedades Cooperativas, Mutuas Patronales de Accidentes de Trabajo, Mutualidades o Montepíos de Previsión Social o sus Federaciones, o bien los órganos de Gobierno de dichas Entidades o Instituciones (Art. 14, 3).


Tenemos nuestras dudas respecto de la legalidad del Decreto de 10 de julio de 1975 en lo referente a las sanciones impuestas por incumplimiento de normas de la seguridad social, puesto que en el Decreto mencionado, al no hacerse mención específica respecto de la competencia para la exacción por vía de apremio, habrá que entender que es competente la Delegación de Hacienda, tramitándose según el Reglamento General de Recaudación de 14 de noviembre de 1968, como hemos visto. Sin embargo, creemos que pugna con lo dispuesto por el artículo 126 de la vigente LPL de 17 de agosto de 1973 (que indirectamente nos dice cuáles son las materias objeto de apremio ante la Jurisdicción Laboral, entre ellas las multas impuestas por incumplimiento de normas de la seguridad social), debiéndose tramitar, por consiguiente, según las normas establecidas para el procedimiento de apremio para descubiertos y para anticipo de prestaciones.


En las restantes materias aludidas, distintas a las sanciones por infracción de normas de la seguridad social, parece claro que se ha sustraído la competencia, en la vía de apremio, a las Magistraturas de Trabajo, para atribuírsela a las Delegaciones de Hacienda y siguiendo el procedimiento de apremio previsto en el Reglamento General de Recaudación antes aludido de 14 de noviembre de 1968.

III. Procedimiento de apremio (O. 7 de julio de 1960 y LPL).

a) Iniciación.


Se iniciará al dictarse providencia que declare incurso en apremio al deudor; dicha resolución se notificará a las partes, pudiéndose hacer, cuando la Magistratura lo estime oportuno, mediante correo certificado con acuse de recibo; el deudor, con la notificación, deberá recibir un ejemplar del requerimiento, con advertencia de que en el plazo de cinco días habrá de consignar en la Secretaría de la Magistratura la cantidad adeudada, pudiéndose hacer también el pago por giro postal o transferencia bancaria; también se advertirá de la posibilidad de oposición al apremio, y que en caso de incumplimiento se procederá al embargo de bienes suficientes para responder de todas las obligaciones derivadas de la declaración de apremio.

b) Oposición al apremio.


Dentro de los 10 días siguientes a la notificación del apremio, se podrá formular oposición al mismo por las personas naturales o jurídicas contra las cuales se haya iniciado por la Magistratura de Trabajo proceso ejecutivo (Art. 126 de la LPL). Esta oposición sólo podrá fundarse en las causas siguientes (16):


1. Pago de los débitos reclamados. 


2. Prescripción de los mismos.


3. Haberse concedido moratoria para su pago, siempre que se halle el apremiado en las condiciones determinadas en la misma.


4. Duplicidad total o parcial en la reclamación, por haberse iniciado otro procedimiento ejecutivo por la totalidad o parte de lo que ahora se le reclama.


5. Que el apremiado no sea realmente la persona obligada al pago de la cantidad objeto del apremio (Art. 127 LPL).


Al escrito de oposición se acompañará copia del mismo para el ejecutante, los documentos (y sus copias) acreditativos de la oposición, y resguardo que acredite la consignación en la cuenta corriente de la Magistratura en el Banco de España, del 20 % de la cantidad total reclamada en la certificación, sin que pueda en ningún caso ser inferior a 500 pesetas, pudiendo ser sustituido tal depósito por aval bancario.


Una vez comprobado por el Magistrado el cumplimiento de los requisitos que acabamos de ver, referentes a la consignación, copias, etc., suspenderá el procedimiento y dará traslado al organismo que haya instado la ejecución para que en el plazo de 10 días, manifieste lo que estime oportuno, y transcurrido dicho plazo, con o sin contestación, el Magistrado, sin más trámite, dictará auto en el plazo de 2 días.


Observamos que el artículo 131 de la LPL establece una presunción «iuris tantum» respecto del valor probatorio de las certificaciones que hayan servido de base para el procedimiento ejecutivo, al hacer fe, salvo prueba en contrario, en cuanto a los hechos que contengan y fecha en que se produjeron, sin perjuicio de la facultad del Magistrado de examinar la validez formal del título.


Es de notar que en caso de no darse los presupuestos aludidos no se suspenderá el procedimiento, debiendo recaer la correspondiente resolución ordenando se siga la tramitación, contra esta resolución cabe interponer recurso de reposición (Art. 151 LPL) sin que se dé recurso alguno --salvo el de responsabilidad- contra el auto resolutorio de dicho recurso (17). Respecto de la prueba, es de resaltar que se ha de resolver exclusivamente a la vista de la documental, tanto del certificado que inicia el apremio, como de la aportada por las partes, esto es, la acompañada por el ejecutado con su escrito de oposición, y la que pueda acompañar el acreedor cuando conteste.


Cuando la cantidad objeto de apremio exceda de cincuenta mil pesetas, cabe recurso de suplicación contra el auto resolutorio del incidente de oposición (18). Este recurso plantea importantes problemas referentes a los depósitos y a la procedencia del propio recurso por razón de la cuantía. 


Por lo que respecta a los depósitos, al haber tenido que depositar el 20 % importe de la cantidad total reclamada en la certificación como requisito de procedibilidad para poder oponerse, creemos no habrá que hacer el depósito del 20 % que ordene el Art. 154 de la LPL, pero sí el importe total de lo reclamado en la certificación, lo que en la práctica apareja que no se recurra en un porcentaje elevado de casos, dadas las circunstancias económicamente deficientes que tienen gran número de apremiados. Se deben también consignar las 250 pesetas exigidas por el artículo 181 de la LPL.


¿Qué recurso procede cuando el importe del apremio contenido en la certificación exceda de 800.000? Se nos plantea el problema de si en este caso procede el recurso de suplicación o de casación.


ÁLVAREZ DE MIRANDA (19) tras exponer la cuestión, se inclina por la procedencia del recurso de suplicación aun cuando lo reclamado exceda de 800.000 pesetas. Sin embargo, debido a que el 2.º párrafo del artículo 130 de la LPL sólo alude a la procedencia del recurso de suplicación si lo reclamado no baja de 50.000 pesetas, nos inclinamos por la procedencia del recurso de casación si la cuantía es superior a 800.000 pesetas. A nuestro juicio, la ley lo que hace es otorgar recurso contra el auto resolutorio del incidente, estableciendo un tope mínimo, que sí dice, dada la especificidad de la materia, debiendo sobreentenderse la aplicación de las normas comunes que sobre recursos se establecen en la LPL.


Resuelto el recurso, y firme el auto, se pueden dar tres supuestos, según el tipo de pronunciamiento. Si el recurso prospera, se ordenará la devolución del depósito constituido, o se dejará sin efecto la garantía bancaria, en su caso, procediéndose al archivo del procedimiento; si la oposición resultare estimada parcialmente, se proseguirá el procedimiento por la cantidad a que queda reducido el apremio, aplicando en lo necesario el depósito constituido a las resultas del procedimiento; si se desestima totalmente la oposición, se hará efectiva la garantía y se dará a los depósitos no devueltos el destino indicado en el artículo 165 de la LPL (Art. 132 de la LPL).

c) Embargo.


Transcurridos los 5 días del requerimiento o cuando no prospere la oposición al apremio, por providencia se decretará el embargo de bienes o derechos del deudor, pudiendo señalar bienes la entidad acreedora en el plazo de 5 días, pues en otro caso, se practicará el embargo sobre los bienes que se encuentren al efectuarlo. La providencia que decrete el embargo contendrá la advertencia de que podrá dejarse sin efecto si el deudor constituye fianza bastante, a juicio del Magistrado, que garantice el principal y costas reclamados. Si se solicitase sustitución del embargo por fianza, previa audiencia de la Inspección de Trabajo o entidad requirente (entendiéndose su conformidad si no contesta por escrito en 5 días) se dictará providencia admitiéndola, en su caso, notificándosele la resolución al deudor y se dejará constancia en autos; el deudor tiene 10 días para constituir efectivamente la fianza o depósito efectuado, dejándose sin efecto el embargo, si así se hace, y continuando el procedimiento para liquidación del descubierto.


El embargo se practicará por el Secretario de la Magistratura, que podrá ir acompañado por un funcionario de la entidad requirente o de la Delegación de Trabajo, a fin de perfeccionar el señalamiento e inventario de los bienes a embargar.


Aquí creemos que en una nueva regulación del procedimiento, debe contemplarse la posibilidad de que el embargo sea realizado por persona en quien delegue el Secretario, y esto no sólo por razones de analogía a la regulación de la ejecución ordinaria de la Ley de Enjuiciamiento Civil, sino por razones puramente prácticas, pues conocida es la cantidad de procedimientos gubernativos de apremio que se tramitan en algunas Magistraturas, resultando físicamente imposible que el Secretario realice personalmente todos los embargos, si se quiere celeridad en la tramitación, y además no se haría más que dar estado legal a algo que está sucediendo en la práctica.


El nombramiento de depositario, que se designará en el momento de practicarse el embargo, podrá recaer en el propio deudor o en persona de reconocida solvencia y capacidad económica, debiendo ser confirmado en providencia por el Magistrado.


Si la Magistratura, al practicarse el embargo o posteriormente, tuviese conocimiento de que los bienes trabados están sujetos a otras responsabilidades, se procederá al reembargo de los mismos, notificando esta medida al deudor y al Organismo o Tribunal que con anterioridad hubiere efectuado la traba, y se extenderá el embargo a otros bienes del deudor si los hubiere.


Por el Secretario de la Magistratura se levantará acta en la que se debe especificar lo actuado, uniendo relación de bienes trabados, y si el deudor hubiere ofrecido fianza sustitutiva, dejará constancia de ello.


Tanto el deudor como el depositario serán advertidos de la responsabilidad administrativa, civil, y en su caso, penal, en que pueden incurrir si alguno de los bienes embargados desaparece, se extingue o desmerece de valor por su culpa.


No se practicará el embargo si en el acto de realizar la traba, hiciese efectivo el deudor o persona autorizada el importe del descubierto pendiente y las costas causadas.


Contempla la Orden de 7 de julio de 1960 que estudiamos, bajo el epígrafe «embargo insuficiente», distintas situaciones del deudor, todas ellas negativas en cuanto a su resultado, así como el procedimiento a seguir por la Magistratura.


Si el deudor no fuere hallado en el acto del embargo, se procederá a éste, aplicando, en lo que sea pertinente, lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento civil (Art. 1.443 fundamentalmente).


Bajo el epígrafe «embargo insuficiente», contempla la Orden de 7 de julio de 1960 en sus Arts. 17 y 18 el procedimiento a seguir en distintos supuestos, todos ellos negativos, total o parcialmente; así se hará constar por diligencia del Secretario que al intentarse el embargo de los bienes y derechos del deudor no se ha encontrado ninguno o que la empresa, negocio o industria ha desaparecido, y se pondrá en conocimiento del organismo acreedor para que manifieste lo que a su derecho convenga en el plazo de 30 días, en el entendimiento de que transcurridos sin que el organismo aludido conteste, se procederá al archivo de las actuaciones; si los bienes trabados tuviesen defectos de titulación se pondrá asimismo en conocimiento del acreedor, pudiéndose aplicar en este caso lo que dispone la ley de Enjuiciamiento civil (singularmente, pensamos, los Arts. 1493 y 1497); cuando no se encontrasen bienes o los trabados fuesen insuficientes, se pondrá en conocimiento del acreedor, quien en 30 días deberá señalar nuevos bienes, pues en otro caso, se dictará auto por el Magistrado dentro de los 5 días siguientes, en el que se declarará la insolvencia, que si es parcial, continuará el procedimiento hasta hacer efectivo el principal en lo que alcanzare la traba efectuada, y si es total, se decretará el archivo provisional de lo actuado, con reserva de derecho al organismo acreedor para que pueda instar la continuación del procedimiento, si tiene noticias de que el deudor vuelve a mejor fortuna o de que posee bienes perseguibles antes de que prescriba el derecho a exigir el pago de la deuda.


De lo anterior hemos de deducir que, siempre que las actuaciones hayan sido negativas, se procederá al archivo de las actuaciones, que será siempre provisional, ya que pueden reanudarse por la aparición de la empresa, conocimiento de bienes desconocidos o por venir el deudor a mejor fortuna y en consecuencia esté en posesión de nuevos bienes, y esto en base a lo dispuesto en el artículo 1911 del Código civil, ya que en su virtud «del cumplimiento de las obligaciones responde al deudor con todos sus bienes, presentes y futuros», naturalmente conjugando esta norma con las de la prescripción aplicables al efecto.


En el orden práctico, debido a la escasez del personal con que se encuentran las Magistraturas de Trabajo, además, por lo general poco especializados originariamente al proceder de los Cuerpos Generales de la Administración Civil del Estado, sería conveniente una mayor participación activa de las entidades acreedoras, destacando para ello personal «idóneo» al efecto, posibilidad que legalmente está consagrada en el artículo 16 de la Orden de 7 de julio de 1960 que comentamos, y que redundaría en beneficio de los fondos económicos de la seguridad social.

d) Oposición al embargo. De nuevo tenemos que acudir a la LPL (Art. 128) por imperativo del arto 19, 5 de la LGSS, en donde se nos dice las causas taxativas de oposición al embargo, y que son:


- Que los bienes embargados no sean de su propiedad.


- Que aun siéndolo, no deban estar sujetos a responsabilidades derivadas de la declaración del apremio, en razón de ser su titular persona distinta de quien debió ser apremiado y no guardar con ella relación que le constituya en responsable del débito.


La tramitación es común a la antes vista de oposición al apremio, con la salvedad de que si la causa de oposición es que los bienes embargados no son de la propiedad del deudor, y el organismo ejecutante no presta conformidad a la oposición ni señala otros bienes, el Magistrado suspende el procedimiento otorgando al apremiado un plazo de 10 días para que acredite haberse formulado demanda de tercería ante la jurisdicción civil; transcurrido este plazo sin haberse acreditado, levantará la suspensión y dictará auto. Si se acredita haberse presentado la demanda de tercería, mantendrá la suspensión hasta que ésta se resuelva (Vid. Art. 130 de la LPL).


Este tercer párrafo del Art. 130 de la LPL, hay que conjugado con el tercero del Art. 38 de la Ley Hipotecaria (D. 8, 2, 1946), al disponer que «en caso de embargo preventivo, juicio ejecutivo o vía de apremio contra bienes inmuebles o derechos reales determinados, se sobreseerá todo procedimiento de apremio respecto de los mismos o de sus frutos, productos o rentas en el instante en que conste en autos, por certificación del Registro de la Propiedad, que dichos bienes o derechos constan inscritos a favor de persona distinta de aquella contra la cual se decretó el embargo o se sigue el procedimiento, a no ser que se hubiere dirigido contra ella la acción en concepto de heredera del que aparece como dueño en el Registro. Al acreedor ejecutante le quedará reservada su acción para perseguir en el mismo juicio ejecutivo otros bienes del deudor y para ventilar en el juicio correspondiente el derecho que creyere asistirle en cuanto a los bienes, respecto de los cuales se suspende el procedimiento».

e) Avalúo. Una vez que sea firme la traba de los bienes embargados, se designará de oficio por la Magistratura un perito, que tras aceptar el cargo, emitirá su dictamen en el plazo de 8 días. El acreedor y deudor, a los que se les notificará la providencia designando de oficio al perito, podrán, en dos días, designar perito a su costa, y si no se hace uso de esta facultad, el perito designado de oficio procederá a la tasación, que deberá ser aprobada por el Magistrado.

f) Subasta. Firme la tasación, recaerá providencia acordando la venta en pública subasta, determinando lugar, día y hora de su celebración, notificándoselo a las partes. Cuando se subasten muebles o semovientes y su valor no exceda de 25.000 pesetas, la subasta será anunciada solamente por edicto en la Magistratura, y si excediese de dicha cuantía también se publicará en el Boletín Oficial de la Provincia.


Estas cantidades, debido a la evidente depreciación de la moneda, deberían ser aumentadas proporcionalmente.


Se celebrará una sola subasta con dos licitaciones, adjudicándose provisionalmente los bienes al mejor postor si en la primera alcanza el 50 % de la tasación y deposita en el acto el 20 % del importe de la adjudicación.


Si no hubiese postor en la primera licitación que ofreciese como mínimo el 50 % de la tasación, el Magistrado anunciará, en el mismo acto, la inmediata apertura de la segunda licitación, sin sujeción a tipo, adjudicándose provisionalmente los bienes al mejor postor, quien deberá depositar el 20 % del importe de la adjudicación en el acto; en este caso, se suspenderá el remate y se concederá derecho de tanteo al organismo acreedor por un plazo de 5 días; en el mismo acto, el deudor podrá liberar los bienes abonando las responsabilidades del apremio.


Si se subasta el traspaso de local de negocio, la providencia de subasta deberá ser notificada a los arrendadores a los efectos del ejercicio del derecho de tanteo, considerándoseles advertidos mediante tal notificación en orden a la opción de retracto que se les concede en la vigente ley de Arrendamientos Urbanos (20).


Si en segunda licitación resultare desierta la subasta, se pondrá por la Magistratura en conocimiento del acreedor, a fin de que en 15 días manifieste expresamente si acepta la adjudicación de los bienes por el 20 % de la tasación; si no acepta los bienes por ese importe o deja transcurrir el plazo de 15 días antes aludido sin manifestarlo, se procederá de oficio a la ampliación del embargo si fuese posible, ya que en otro caso se levantará definitivamente el embargo y se tramitará la insolvencia del deudor en la forma que se vio más arriba.


Si la adjudicación se hace por importe inferior al del principal, el deudor sólo quedará liberado de la parte de la deuda cubierta, subsistiendo la responsabilidad por el resto, en tanto no prescriba con arreglo a derecho; si es superior, y una vez satisfecho el principal, el remanente se aplicará al reintegro del papel y pago de los anuncios oficiales, y el resto, proporcionalmente, se aplicará a las restantes atenciones; si aún hubiese remanente, se entregará al ejecutado.

g) Pago. Todo lo que como consecuencia de una ejecución en vía de apremio sea recaudado se ingresará en las Delegaciones del Instituto Nacional de Previsión, con comunicación al efecto, en la que se expresará detalladamente las circunstancias del ingreso, y con referencia al expediente de su razón; si de lo recaudado resultase acreedor otras entidades (Mutualidades, Mutuas, etc.) la Magistratura comunicará igualmente a unas y otras su realización en la misma fecha en que se realizó el ingreso, dejando constancia en autos de todas estas notificaciones.

h) Tasación de costas. Por providencia, una vez terminado el procedimiento, se acordará la tasación de costas, que se verificará por el Secretario en el plazo de 5 días, incluyéndose en ellas, siempre que sean devengadas: el reintegro de papel; el importe de los anuncios oficiales; los derechos de Notario, Registradores, Agentes de Cambio y Bolsa y Corredores de Comercio; los honorarios de los peritos tasadores y otros prácticos; los derechos de la Magistratura; en su caso, los honorarios de los peritos tasadores con título profesional, debiéndose solicitar por los interesados en forma adecuada y en el tiempo indicado, haciéndose constar en la solicitud si existen o no tarifas o aranceles a los que las tasaciones deben sujetarse, ya que si no existen tarifas o aranceles se fijarán los derechos libre pero prudentemente; también se incluirán en la tasación de costas los gastos de traslación, los de correo certificado con acuse de recibo y suplidos de papel.


De la tasación se dará traslado a la parte ejecutada a fin de que dentro de los 5 días siguientes pueda impugnada; transcurrido este plazo, el Magistrado examinará la tasación realizada y las impugnaciones, en su caso, dictando resolución seguidamente, que será firme, y se notificará dentro de los 2 días siguientes al ejecutado.


Por último, hemos de añadir que las costas y gastos que origine la recaudación en vía ejecutiva serán siempre a cargo del deudor (Art. 19, núm. 4, LGSS).

i) Pago aplazado del descubierto. El deudor podrá solicitar el pago aplazado del descubierto desde el momento en que se practique el embargo o se admita la fianza sustitutiva y hasta el momento de la celebración de la subasta; la solicitud se formulará por escrito o mediante comparecencia debiendo acompañarse los documentos a que alude el Art. 34 de la O. de 7 de julio de 1960; enterado el acreedor mediante el oportuno traslado, podrá manifestar verbalmente o por escrito lo que a su derecho convenga, en el plazo de 5 días, pues si no comparece o guarda silencio se entenderá que presta conformidad a la petición del deudor; a continuación se resolverá por el Magistrado discrecionalmente, accediendo o denegando la petición, sin que contra su resolución quepa recurso alguno. Este aplazamiento no podrá ser superior a un año, aunque se podrá conceder un aplazamiento de 2 años si el importe del débito excede de 100.000 pesetas, y está suficientemente garantizado; muy excepcionalmente, cuando quedase demostrado fehacientemente el quebranto que en otro caso se produciría a los trabajadores de una empresa deudora, podrá acordarse aplazamientos de pago hasta 3 años, fraccionable por trimestres o semestres, siempre y cuando exista garantía especialmente reforzada para afianzar el descubierto; no podrá concederse en ningún caso pago aplazado para el abono de cuotas de seguridad social correspondientes a los trabajadores (en este caso se podrá pedir moratoria que se puede solicitar de la Delegación de Trabajo, previo el oportuno embargo preventivo o depósito de fianza bastante).


Cuando se solicite por el deudor el pago aplazado y se le conceda por la Magistratura, el Secretario acreditará por diligencia en los autos una tasación provisional de costas; incluyendo en ella los presupuestos necesarios para reintegro y suplidos de papel, gastos de correo y derechos de Magistratura, debiendo ser satisfechos en los mismos plazos y proporciones alícuotas que el principal, debiéndose determinar con toda precisión en los justificantes de pago de los plazos, el importe de la cantidad recibida a cuenta del principal y, por separado, lo que se reciba a cuenta de cada uno de los diversos conceptos de la tasación de costas.

j) Suspensión del procedimiento en la vía ejecutiva. Creemos aplicable en este supuesto, lo dispuesto en el arto 81 de la LGSS en el que se dice que: «una vez iniciado el procedimiento ejecutivo... podrá ser suspendido, en cualquier estado que se hallen las actuaciones, por acuerdo de la Oficina Delegada de la Inspección de Trabajo en la Entidad gestora y previa la concurrencia de las causas que reglamentaria mente se determinen. Dicho acuerdo podrá ser adoptado a iniciativa de la propia Inspección o de las Entidades Gestoras afectadas». Obviamente, habrá que esperar el desarrollo de este precepto, y mientras tanto se aplicará lo dispuesto en el de la O. de 7 de julio de 1960 

k) Incidencias especiales. Fuera del supuestos antes visto, este procedimiento solamente se podrá paralizar por tercerías o incidencia, promovidas ante la jurisdicción ordinaria, que impidan su continuación, y por declaración de insolvencia del deudor; si éste se halla en situación legal de quiebra o suspensión de pagos, y se acredita en autos mediante comunicación oficial a la Magistratura del Juez o Tribunal competente, se dictará providencia acordando la remisión a aquél de una certificación de las responsabilidades derivadas del apremio, a los efectos de la preferencia establecida en la Ley de 17 de julio de 1958, y la consiguiente prelación en cuanto al exceso, notificándolo al ejecutante, a fin de que pueda ejercitar sus derechos en el juicio universal o procedimiento de suspensión de pagos por los créditos que tiene en apremio, así como por los que en ese momento tuviere en contra del deudor, acordando el archivo provisional de las actuaciones.

l) Débitos contra el Estado y Corporaciones Locales. 


En estos casos, los débitos se harán efectivos de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 15 de la Ley de Administración y Contabilidad del Estado de 1 de julio de 1911, así como en el Art. 661 de la Ley de Régimen Local, Texto Refundido, aprobada por Decreto de 25 de junio de 1955.


La disposición adicional tercera de la Orden de 7 de julio de 1960 dispone que las Magistraturas de Trabajo acordarán por providencia de devolución a los organismos acreedores e Inspección de Trabajo, de los procedimientos en trámite referentes a los organismos del Estado y Corporaciones Locales, a efectos de lo dispuesto en el artículo 42 de esta Orden.

ll) Supletoriedad.


El artículo 44 de la Orden que comentamos contiene una remisión a la Ley de Enjuiciamiento civil, en lo referente al procedimiento de apremio, que no esté expresamente regulado en la mencionada Orden.

m) Regímenes especiales.


A excepción del régimen agrario de la seguridad social y referente a la cuota empresarial, se aplicarán las normas y procedimientos de la Contribución Territorial Rústica y Pecuaria en la fase de recaudación ejecutiva (Art. 44, 6 del Decreto 2123/1971, de 23 de julio), puesto que la cotización por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que corresponde a los empresarios y trabajadores por cuenta propia, así como la cotización de los trabajadores autónomos y por cuenta propia, en la fase ejecutiva, se rige por las normas del régimen general (artículos 26, 37 y 36 respectivamente del Decreto 3772/1972, de 23 de diciembre que aprueba el Reglamento de este régimen), los demás regímenes se remiten a las normas del régimen general sobre esta materia (21).

.

NOTAS

(1) PENDAS DÍAZ, Benigno: «Los procedimientos gubernativos de apremio en la Magistratura de Trabajo». Barcelona, 1959; RODRÍGUEZ MOLERO, Antonio. "Procedimiento Ejecutivo Laboral». Madrid, 1957; JIMÉNEZ RODRÍGUEZ, Juan Antonio: «El procedimiento de apremio por descubiertos a la Seguridad Social» (Temas Procesales Laborales, Publicaciones del Ministerio de Trabajo. 1973, Págs. 45 a 64); ÁLVAREZ DE MIRANDA. José María: "Procesos especiales de la Seguridad Social». Ministerio de Trabajo, Instituto Nacional de Previsión, Madrid 1974 (singularmente Pág. 31 a 34; 44 a 47; 65 a 75; 134 a 150 y 160 a 173. Para un estudio completo de la vía de apremio se puede ver la obra de RODRÍGUEZ SANTOS. Baltasar: «Comentarios prácticos a la ley de Seguridad Social» Valladolid, 1974, Págs. 681-700.

(2)  Vid. JIMÉNEZ RODRÍGUEZ, op.cit. Pág. 57 y sig. que reseña además numerosos autos y sentencias del Tribunal Central de Trabajo, a los que podemos añadir la Sentencia del mismo Tribunal de 8 de mayo de 1974, Aranzadi 2192. También ALVAREZ DE MIRANDA, op. cit. 138-139.

(3) Este artículo 19, 1.º es reproducción casi idéntica del Art. 17,3 de la Ley 24/1972, de 21 de junio, de financiación y perfeccionamiento. En el sentido de afianzar la competencia de las Magistraturas, véase la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 10 de marzo de 1975 (Aranzadi 1322).

(4) Este Decreto de 10 de julio de 1975 aprueba el procedimiento administrativo especial de imposición de sanciones por infracción de leyes sociales y para liquidación de cuotas de la Seguridad Social.

(5) Vid. ÁLVAREZ DE MIRANDA, op. cit. Págs. 162-163 y Jiménez RODRÍGUEZ, op.. cit. Pág. 59.

(6) Vid. JIMÉNEZ RODRÍGUEZ, op. cit. Pág. 61 y ÁLVAREZ DE MIRANDA, op. cit. Pág. 163.

(7) Vid. RODRÍGUEZ JIMÉNEZ, op. cit. Págs. 49-59 y ÁLVAREZ DE MIRANDA, op. cit. Págs. 140 y sig.

 (8) Estos requisitos son exigidos por el artículo 27 del Decreto 1860/1975 de 10 de julio, que aprueba el procedimiento administrativo especial de imposición de sanciones por infracción de leyes sociales y para liquidación de cuotas de seguridad  social.

(9) Falta de afiliación y alta en la seguridad social y de ello se desprenda falla de cotización, según JIMÉNEZ RODRÍGUEZ. op. cit. Pág. 50.

(l0) Los supuestos de responsabilidad subsidiaria y solidaria se determinan en el Art. 68 de la LGSS en conexión con el 97, 1.º y 2.º, del mismo Cuerpo Legal, declarándose responsable subsidiario al dueño de la obra, y existiendo responsabilidad solidaria en supuestos de sucesión en la titularidad de la explotación, industria o negocio, así como en los de cesión temporal de mano de obra, aunque sea a título amistoso o no lucrativo; también el arto 19,2.º del D. 10 de julio de 1975, dice al respecto que «la empresa principal responderá solidariamente con los contratistas y subcontratistas de las obligaciones contraídas por los mismos con la Seguridad Social durante el periodo de vigencia de la contrata o subcontrata».

(11) Vid. arto 20 y siguientes del Decreto de 10 de julio de

1975, en lo referente a las actas de liquidación.

(12) Op. cit. Pág. 149.

(13) Bol. Mut. Lab. núm. 211. 

(14) Bol. Mut. Lab. núm. 211.

(15) La competencia de la Magistratura en la vía de apremio se determinaba concretamente en el artículo 1, norma 3ª, en relación con el artículo 4, norma 5ª, (materia social) y artículo 3 (actos de obstrucción), todos ellos del Decreto 1137/1960, de 2 de junio (hoy derogado expresamente por el Decreto 1860/1975, de 10 de julio) y con posterioridad en el artículo 1, e) de la Orden de 7 de julio de 1960.

(16) «En el procedimiento de apremio no se admitirán más oposiciones en vía jurisdiccional que las específicamente previstas en el Texto Refundido de Procedimiento Laboral» Art. 19,5, LGSS. Sobre oposición al apremio, vid. las sentencias del Tribunal Central de Trabajo de 1O de marzo de 1975 (Aranzadi 1322) y de 15 de abril de 1975 (Aranzadi 1840).

(17) Vid. ÁLVAREZ DE MIRANDA, op. cit., Pág. 168.

(18) Realmente se trata de un incidente que se inicia por escrito de oposición y no de un procedimiento autónomo, como indica ÁLVAREZ DE MIRANDA, op. cit. Pág. 164. La cuantía hasta 50.000 pesetas ha sido elevada por el Real Decreto 1925/1976, de 16 de julio.

(19) Op. cit., Págs. 169 y sig.

(20) Vid. Art. 33 de la Ley de Arrendamientos Urbanos, texto articulado de 1956, reforma de 11 de junio de 1964.

(21) Artistas: «La recaudación en vía ejecutiva se hará a través de las Magistraturas de Trabajo y aplicando las normas del régimen general». Art. 16,3 del Decreto 2133/1975 de 24 de julio.

Autónomos: «El procedimiento de recaudación en vía ejecutiva se regirá por las normas aplicables en el régimen general de la Seguridad Social» (Arts. 26, 2, del Decreto 2530 de 20 de agosto y Art. 53,2 de la Orden de 24 de septiembre de 1970.

Servicio doméstico: Hay remisión a las normas del régimen general según el artículo 21 del Decreto 2346/1969, de 25 de septiembre, en consonancia con la Orden de 21 de septiembre de 1961.

Representantes de Comercio: Se remite a las normas del régimen general según el Decreto 2409/1975 de 23 de agosto (Art. 17,3).

Minería de carbón: Rigen las normas del régimen general según el Decreto de 8 de febrero de 1973 y orden de 3 de marzo de 1973.

Toreros: Hay remisión a las normas del régimen general (Decreto de 8 de junio de 1972 y Orden sobre afiliación y cotización de 7 de julio de 1972).

Escritores de libros: Tanto el Decreto de 29 de octubre de 1970 como la Orden de 27 de junio de 1972 se remiten a  las normas del régimen general.

Mar. El artículo 27 del Decreto 2864/1974, de 30 de agosto, remite a las normas del régimen general
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ABREVIATURAS

Bol. Mut. Lab., Boletín del Mutualismo Laboral. 

DGSS, Dirección General de la Seguridad Social.

INP, Instituto Nacional de Previsión.

LGSS, Ley General de Seguridad Social de 30 de mayo de 1974.

LPL, Ley de Procedimiento Laboral de l7 de agosto de 1973. Modificada por el Real Decreto 1925/1976, de 16 de julio (B.O.E. I4 agosto 1976).

LSS, Ley de Seguridad Social de 21 de abril de 1966.
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